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OPINION N.º 072-2005/GTN

Consultante
:
Petróleos del Perú (PETROPERÚ S.A.)
Asunto
:
Ejecución de prestaciones adicionales.
Referencia
:
Oficio N.º ADCO-1172-2005
1. ANTECEDENTES
Mediante la comunicación de la referencia, la Entidad formula consulta respecto de la ejecución de prestaciones adicionales en los contratos celebrados al amparo del Texto Único Ordenado de la Ley de Contrataciones y Adquisiciones del Estado
, en adelante la Ley, y su Reglamento
, en adelante el Reglamento.
2. CONSULTA

En atención a lo manifestado por este Consejo Superior mediante Pronunciamiento Nº 066-2005/GTN, en el sentido que las prestaciones adicionales que puede ordenar una Entidad al amparo de los dispuesto por el artículo 42º de la Ley y el artículo 231º del Reglamento implicarán siempre “prestaciones distintas a las contratadas originalmente”, la Entidad consulta si tales prestaciones adicionales se encuentran referidas a prestaciones iguales, similares o diferentes a las originalmente pactadas.  

3. ANÁLISIS

Antes de iniciar el desarrollo del presente análisis, debemos precisar que — de conformidad con lo dispuesto por el inciso h) del artículo 59° de la Ley y el artículo 7º del Texto Único de Procedimientos Administrativos del CONSUCODE
 — las consultas que absuelve este Consejo Superior, son aquellas referidas a la interpretación y/o aplicación de algún aspecto oscuro o ambiguo de la normativa sobre contratación pública. En este sentido, el análisis será desarrollado con referencia a hechos generales, por lo que su conclusión no estará vinculada necesariamente a situación particular alguna.
3.1
El artículo 42° de la Ley prescribe, como una de las facultades conferidas a las Entidades, la posibilidad de ordenar la ejecución de prestaciones adicionales cuando éstas sean indispensables para alcanzar la finalidad del contrato.
A este respecto, cabe anotar que la ejecución de prestaciones adicionales implica la existencia del poder con que cuenta la Administración de modificar los contratos administrativos
, potestad que supone un quiebre a la regla de la obligatoriedad de lo convenido por la partes y, a la vez, significa que las prestaciones deberán ajustarse a las necesidades del interés general, cuya determinación corresponde, en principio, a una de las partes contratantes: la Administración
.
En ese sentido, mientras el artículo 42º de la Ley faculta a las Entidades a ordenar y pagar prestaciones adicionales ante la ocurrencia de determinados supuestos, el artículo 231° del Reglamento regula los requisitos, el procedimiento y las eventuales consecuencias a los que debe sujetarse la Entidad contratante a efecto de ordenar válidamente la ejecución de prestaciones adicionales, precisando que éstas proceden únicamente cuando tengan por objeto alcanzar la finalidad del contrato.
3.2
Como fundamento de lo anterior, se tiene que durante la ejecución del contrato, la Entidad cuenta con las herramientas necesarias para advertir la eventual inviabilidad del proyecto o deba hacer frente a determinadas circunstancias ajenas a la voluntad de las partes que, como única solución, exijan la ejecución de determinadas prestaciones — no contenidas en el contrato original — para alcanzar el interés principal de la Administración, cual es la satisfacción de sus necesidades y, con ella, la realización del interés público.

En ese sentido, siendo la orden de ejecución de prestaciones adicionales una manifestación de la potestad administrativa de modificar los términos del contrato, se tiene como presupuesto que las prestaciones adicionales requeridas para alcanzar la finalidad del contrato, serán siempre nuevas prestaciones o prestaciones distintas a las originariamente pactadas.
3.3 Ahora bien, la referencia a nuevas prestaciones o prestaciones distintas no supone que necesariamente difieran, en su objeto, de las contratadas originalmente; por el contrario, alcanza a cualquier prestación no prevista originalmente que resulte indispensable para lograr la finalidad del contrato, puesto que éste es el requisito fundamental para la procedencia de prestaciones adicionales.

Así, las nuevas o diferentes prestaciones a las que nos referimos en el párrafo anterior, pueden o no coincidir en su objeto con las prestaciones originariamente establecidas, sin perjuicio de lo cual, podrá ordenarse su ejecución en tanto ello resulte indispensable para alcanzar la finalidad del contrato 

4.
CONCLUSIONES

Por lo expuesto, se concluye lo siguiente:
4.1. La ejecución de prestaciones adicionales es una manifestación de la potestad administrativa de modificar los términos del contrato.
4.2. Califican como prestaciones adicionales todas aquellas no pactadas originalmente, aun cuando por su naturaleza sean iguales, similares o diferentes a las previstas en el contrato.
4.3. La ejecución de prestaciones adicionales, sean éstas iguales, similares o diferentes, en su objeto, a las prestaciones inicialmente pactadas, podrá ser ordenada por la Entidad únicamente cuando estén subordinadas a alcanzar la finalidad del contrato.

Jesús María, 21 de junio de 2005.
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� 	Aprobado mediante Decreto Supremo N° 083-2004-PCM.





�    Aprobado mediante Decreto Supremo N° 084-2004-PCM. 





� 	Aprobado mediante Decreto Supremo Nº 127-2002-PCM.
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